

ACCION DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA                               

                                           
                                                                                             RADICACIÓN: 66001 31 90 04 2016 00012       
                                                                                                                                       ACCIONANTE: Luz Teresa Soto Echeverri

                                                                                                           Asunto: Confirma decisión

MÍNIMO VITAL/ Procedencia de la tutela para reactivar el pago de salario a persona de especial protección que no cuenta con ingresos adicionales y fue desvinculada laboralmente sin haber sido incluida en nómina de pensionados
“(…) no existe duda que la accionante es un sujeto de especial protección, de quien se puede predicar que dependía económicamente del salario que percibía como docente por la desvinculación laboral a raíz de su estado de invalidez. Por lo tanto, como el `proyecto de acto administrativo´ que modificó la Resolución No.677 del 4 de septiembre de 2015 se encuentra pendiente de que la Fiduprevisora S.A. lo estudie, revise y apruebe, como requisito de procedibilidad de la liquidación de la pensión de invalidez, la Secretaría de Educación de Risaralda no debió haber retirado a la señora Soto Echeverri sin haberla incluido en la nómina de pensionados, lo que ha generado una vulneración a sus derechos fundamentales a sabiendas que existe un trámite administrativo interno entre la Secretaría de Educación de Risaralda y la Fiduprevisora S.A., del cual la accionante no puede quedar desprotegida mientras se surte tal procedimiento.” 

Citas: Corte Constitucional, sentencias T-012 de 2009, T-674 y T-1035 de 2010 y T-211 de 2011.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA
SALA DE DECISIÓN PENAL 
     M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, siete (7) de abril de dos mil dieciséis (2016)

Proyecto aprobado por Acta No.291
Hora: 2:50 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la Secretaría de Educación de Risaralda en contra del fallo de tutela emitido el 17 de febrero de 2016 por el Juzgado 4º Penal del Circuito de Pereira. 
2. RESUMEN DE LOS HECHOS 
2.1. Manifestó la accionante que su historia laboral se inició hace 21 años y 6 meses, según acta de posesión No.380 mediante la cual fue nombrada como docente en el municipio de Santuario – Risaralda.

· Indicó que durante todos los años de vinculación laboral, cotizó  a salud y pensión sin ninguna interrupción, por lo que mediante escrito radicado el 4 de junio de 2015 presentó ante la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda, solicitud de pensión de invalidez, anexando los documentos requeridos incluyendo el certificado de calificación del grado de pérdida de capacidad laboral en el que se le otorgó un porcentaje del 78%. 
· Por lo anterior, mediante la Resolución No. 677 del 4 de septiembre de 2015 expedida por la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda le fue reconocida la pensión de invalidez; decisión que fue impugnada por la accionante con el fin de que el acto administrativo fuera modificado o revocado porque a su perecer la liquidación quedó mal elaborada. El 6 de octubre de 2015 la Secretaría expidió el decreto de retiro No.1197, por el que se retira del cargo a la docente por invalidez y se declara vacante la plaza a partir del 1 de noviembre de 2015.

· Informó que a la fecha de presentación del amparo incoado no ha recibido notificación o respuesta alguna al recurso interpuesto, como tampoco ha sido incluida en la nómina de pensionados, por tanto, desde el 1 de noviembre de 2015 no recibe ninguna asignación salarial ni pensional. 

· Dada su incapacidad “disfonía crónica secundaria a esfuerzo vocal quien no tolera uso vocal ante mínimos esfuerzos”, debe desplazarse desde Santuario a la ciudad de Pereira para hacerse las terapias, y esto conlleva gastos que no ha tenido forma de suplir, viéndose deteriorada cada vez más su salud. 

· Precisó la demandante que actualmente su esposo se encuentra desempleado, que debe de recurrir a préstamos de dinero para suplir gastos como los de alimentación, pago de servicios públicos y arrendamientos y que sus deudas se incrementan a cada día y que no le es posible conseguir trabajo debido a su enfermedad.

· Refiere la peticionaria que hay límites para proceder a la desvinculación del trabajador al que le ha sido reconocida la pensión de invalidez, toda vez que está condicionada a que se surta la efectiva inclusión en la nómina, y que mientras ello no se materialice, la decisión de retiro no puede hacerse efectiva ya que la condición tiene como fin, garantizar el mínimo vital de quien va a ser desvinculado.
· Por tanto, solicitó la protección inmediata de sus derechos fundamentales al mínimo vital y móvil, a la seguridad social, dignidad humana, los que consideró vulnerados por parte de la Gobernación de Risaralda y la Secretaría de Educación de Risaralda y como consecuencia, se ordene a  dichas entidades dispongan el pago de su mesada pensional con el retroactivo correspondiente y que sea incluida en nómina de los docentes pensionados.

· Adjuntó como pruebas, los siguientes documentos: i) cédula de ciudadanía, ii) acta de posesión No.380 del 14 de julio de 1994, iii) Resolución No.677 del 4 de septiembre de 2015 por medio de la cual se le reconoció a la actora la pensión de invalidez expedida por la Secretaría de Educación de Risaralda; iv) escrito de sustentación del recurso de reposición en contra de la Resolución No.677 aludida, v) certificado de calificación de pérdida de capacidad laboral y su auto de ejecutoria. (Fls. 16-20) 

2.2. El juzgado de primera instancia mediante auto del 3 de febrero de 2016 avocó el conocimiento de la presente acción y ordenó correr traslado de la misma la Gobernación de Risaralda – Secretaría de Educación Departamental y ordenó la vinculación de Fiduprevisora S.A. (folios 23 y 36).
3. SÍNTESIS DE LA RESPUESTA A LA DEMANDA
3.1. GOBERNACIÓN DE RISARALDA – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL- DIRECCIÓN ADMINISTRATIVA
Informó que en relación al trámite de recurso interpuesto contra la Resolución No.0677 del  de septiembre de 2015 que tiene que ver con la liquidación de la pensión de invalidez, le fue informado a la accionante mediante oficio No.000402-1739 del 8 de febrero de 20165 y se le indicó lo respectiva a la competencia de la Fiduprevisora S.A., frente al proceso y documentos administrativos remitidos a la misma en la ciudad de Bogotá, para efectos de revisión, estudio y aprobación prestacional de la reclamación administrativa aludida.
Refirió que el artículo 56 de la Ley 962 de 2005 racionalizó los trámites en materia del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, que serán reconocidos por el fondo mediante la aprobación del proyecto de resolución que elabore la Secretaría de Educación del ente territorial al que se encuentre vinculado el docente. La Fiduprevisora S.A., tiene el deber de pronunciarse sobre los pagos de prestaciones reconocidas en actos administrativos debidamente ejecutoriados, ya que no se puede garantizar la aprobación sin el lleno de los requisitos legales establecidos para tal efecto. Por lo anterior, reiteró que en la actualidad el trámite especial se encuentra en la Fidruprevisora S.A. en la ciudad de Bogotá, por ser la entidad competente de otorgar el correspondiente visto bueno y aprobación prestacional frente a la modificación de la liquidación prestacional.

Por lo anterior, consideró que no ha vulnerado derecho alguno de la accionante ya que las actuaciones surtidas se amparan en el cumplimiento de un deber legal.  (Fls. 25 y 26)
Anexó los siguientes documentos: i) copia del oficio No.00402-1739 enviado a la accionante, ii) del correo electrónico enviado a la accionante donde le informa que su recurso de reposición interpuesto en contra de la Resolución No.677 del 4 de septiembre de 2015 había sido enviado a la Fiduprevisora para su aprobación, iii) oficio No.402-22798 del 7 de diciembre de 2015 al Director de Prestaciones Sociales de la Fiduprevisora en el que informan la remisión del expediente completo de la solicitud de prestación social de la accionante para nuevo estudio y revisión por modificación; iv)   oficio No.402-23076 del 11 de diciembre de 2015 al Director de Prestaciones Sociales de la Fiduprevisora en el que anexan copia del proyecto de acto administrativo para revisión, estudio y aprobación, en lo relacionado con el recurso de reposición interpuesto por la accionante; v) constancia de recibo del expediente de la señora Soto Echeverri con su estado de digitalización y vi) proyecto de acto administrativo (resolución sin número ni firma) en donde se dispuso modificar la parte considerativa y resolutiva de los artículos 1º al 4º de la Resolución No.677 del 4 de septiembre  de 2015 (folio 27 al 33).
3.2. FIDUPREVISORA S.A.
No se pronunció dentro del término concedido a la demanda de tutela.

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia proferida el 17 de febrero de 2016, el Juzgado 4º Penal del Circuito de Pereira, resolvió tutelar los derechos fundamentales al mínimo vital y la dignidad humana, reclamados por la señora Luz Teresa Soto Echeverri. Consecuentemente, ordenó a la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda que dentro de las 48 horas siguientes, contadas a partir de la notificación del fallo, procediera a disponer lo pertinente  para que se realice el pago del salario de la peticionaria, desde el 1º de noviembre de 2015 y hasta tanto sea incluida en la nómina de pensionados del Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio, administrado por Fiduprevisora S.A.  (Fls. 38-44)
5. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

La Secretaría de Educación Departamental de Risaralda allegó escrito en el que  impugnó la decisión del fallo de utilizando los mismos términos que sirvieron de fundamento para contestar la demanda y reiteró que actualmente el trámite del recurso de reposición interpuesto contra la Resolución No.677 del 4 de septiembre de 2015 en cuanto a la situación administrativa de liquidación de la pensión de invalidez, se encuentra en la entidad Fiduprevisora S.A., para efectos de que por su competencia, se lleve a cabo su revisión y estudio especial.  Por lo tanto, solicitó no acceder a las pretensiones de la acción de tutela y por consiguiente exonerar de a la Gobernación de Risaralda-Secretaría de Educación Departamental.  (Fls. 51 y 52)
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocar el numeral primero de la providencia, tal como lo solicitó la accionante. 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.  Así mismo, la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.4. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.

6.5. De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. Pues bien, en materia laboral el requisito de subsidiariedad adquiere una connotación particular. La Corte ha sostenido que cuando se trate de controversias relativas al derecho al trabajo, la acción de tutela en principio no es el mecanismo adecuado para debatirlas pues en “el ordenamiento jurídico colombiano prevé para el efecto acciones judiciales específicas cuyo conocimiento ha sido atribuido a la jurisdicción ordinaria laboral y a la de lo contencioso administrativo, según la forma de vinculación de que se trate, y afirmar lo contrario sería desnaturalizar la acción de tutela, concretamente su carácter subsidiario y residual”.  (Subrayas nuestras)
6.6.  SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO

6.6.1. De acuerdo con lo narrado por la accionante, esta Sala encuentra que la señora Luz Teresa Soto Echeverri acudió al juez de amparo con el fin de que se protegieran sus derechos fundamentales al mínimo vital y móvil, a la seguridad social, dignidad humana,  en el sentido de que se ordenara tanto a la Gobernación de Risaralda y como a la Secretaría de Educación de Risaralda que dispusieran el pago de su mesada pensional con el retroactivo correspondiente y que sea incluida en nómina de los docentes pensionados, por cuanto consideró que su desvinculación del cargo que venía ocupando como docente por medio del Decreto No.1197 del 1º de noviembre de 2015 no se sujetó e hizo a los lineamientos legales, toda vez que  las entidades demandadas debieron previamente haberla incluido en nómina, en atención a su especial situación de invalidez.

6.6.2. Sea lo primero indicar que la acción de tutela no procede contra actos administrativos. Al respecto,  la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha reiterado lo siguiente: 
“(i) la acción de tutela es improcedente como mecanismo principal cuando se busca debatir actos administrativos de carácter particular, dado que existen otros medios de defensa tanto judiciales como administrativos; (ii) la acción de tutela procede excepcionalmente como mecanismo transitorio cuando se está en presencia de un perjuicio irremediable, generado con la expedición de la Resolución; (iii) únicamente en estos eventos el juez de tutela podrá suspender u ordenar la inaplicación del acto administrativo, hasta tanto se adelante el proceso en la jurisdicción competente que para estos casos es la jurisdicción contenciosa administrativa.
“…la jurisprudencia constitucional ha estimado que la acción de tutela no procede, por regla general, contra actos administrativos de contenido particular y concreto, toda vez que para controvertirlos judicialmente existe en el ordenamiento jurídico la acción de nulidad y reestablecimiento del derecho, gracias a la cual el interesado puede solicitar la suspensión provisional del acto que infringe la vulneración a los derechos cuya protección se invoca[8]. Esta Corporación también ha aceptado la procedencia excepcional de la acción de tutela contra estos actos cuando ellos vulneran derechos fundamentales y existe peligro de ocurrencia de un perjuicio irremediable, de tal manera que se haga necesaria una protección urgente de los mismos.” (Ver Sentencia T-012 de 2009)
Significa lo anterior, que la accionante para impugnar lo resuelto en el Decreto  No.1197 del 1º de noviembre de 2015 tenía a su alcance la la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, por ser el mismo un acto administrativo que resuelve una situación particular y concreta, y el juez competente es el de la jurisdicción contencioso administrativa.

6.6.3. De las pruebas que obran dentro de la foliatura, se evidencia que en el presente caso a la señora Luz Teresa Soto Echeverri le fue otorgada una pérdida de capacidad laboral en un porcentaje del 78% por parte de medicina laboral de Cosmitet (Fls.19-20) y su pensión de invalidez le fue reconocida mediante la Resolución No.0677 del 4 de septiembre de 2015 expedida por la Secretaría de Educación (Fls. 12 y13); sin embargo, como la accionante no estuvo de acuerdo con la liquidación allí indicada, interpuso recurso de reposición en contra de la misma (Fls. 14-16), del cual existe un “proyecto de acto administrativo” proferido por la Secretaría de Educación de Risaralda  mediante el cual se resolvió modificar la parte considerativa y resolutiva, artículos 1º al 4º de la Resolución No.677 aludida (fl. 31 vuelto, al 33, frente y vuelto), y que fuera enviado al doctor Ismael Hernández Herrera, Director de Prestaciones de la Fiduprevisora mediante el oficio No.402-23076 del 11 de diciembre de 2015 con el fin de se ejecutara el trámite especial de revisión, estudio y aprobación del mismo (folios 29 vuelto y 30 frente), sin que a la fecha la Fiduprevisora S.A. se hubiera pronunciado sobre el mismo, aun cuando el Vicepresidente del Fondo de Prestaciones sociales del Magisterio, doctor Carlos Fernando Ortiz Correa envió al juez de primer nivel el oficio radicado al No.20160580171811 del 22-02-2016 en el que informó que en cumplimiento al fallo de tutela: “Dicha prestación se encuentra APROBADA o con VISTO BUENO y enviada y recibida por la secretaría de origen el día 25 de agosto de 2015 con número de radicado  20150170732221 como se observa en los documentos adjuntos” (Fls. 59 y 60).  No obstante, la mencionada aprobación no corresponde a la situación administrativa de liquidación de la pensión de invalidez de la señora Soto Echeverri, en los términos del recurso de reposición interpuesto.  
6.6.4.  Por lo tanto, al encontrarse la accionante sin percibir ninguna asignación salarial ni pensional desde su desvinculación el 1º de noviembre de 2015, debiendo la misma desplazarse desde Santuario a Pereira para poder asistir a las terapias para no perder totalmente su voz por padecer “disfonía crónica secundaria a esfuerzo vocal quien no tolera uso vocal ante mínimos esfuerzos”, son circunstancias que la sitúan en condición de debilidad manifiesta y hacen inferir su afectación al mínimo vital.  Con respecto al mínimo vital la Corte Constitucional ha indicado lo siguiente:  

“Es evidente que el mínimo vital cobija ámbitos prestacionales diversos, pues se encuentra inmerso no sólo en el salario, sino en la seguridad social. En efecto, si bien el artículo 53 contempla el derecho de todo trabajador a percibir una remuneración mínima vital y móvil, no es el único que desarrolla el derecho a la subsistencia digna. Así las cosas, esta Corporación ha reiterado en su jurisprudencia que el mínimo vital es un derecho fundamental ligado estrechamente a la dignidad humana, pues “constituye la porción de los ingresos del trabajador o pensionado que están destinados a la financiación de sus necesidades básicas, como son la alimentación, la vivienda, el vestido, el acceso a los servicios públicos domiciliarios, la recreación, la atención en salud, prerrogativas cuya titularidad es indispensable para hacer efectivo el derecho a la dignidad humana, valor fundante del ordenamiento jurídico constitucional”. En este orden de ideas, también se ha señalado que el concepto de mínimo vital no se reduce a una perspectiva cuantitativa, sino que, por el contrario, es cualitativo, ya que su contenido depende de las condiciones particulares de cada persona. Así, este derecho no es necesariamente equivalente a un salario mínimo mensual legal vigente y depende del entorno personal y familiar de cada quien. De esta forma, cada persona tiene un mínimo vital diferente, que depende en últimas del estatus socioeconómico que ha alcanzado a lo largo de su vida. El derecho al mínimo vital se relaciona con la dignidad humana, ya que se concreta en la posibilidad de contar con una subsistencia digna.” (Ver Sentencia T-211 de 2011)

6.6.4. Igualmente, se tiene que la Constitución Nacional ha consagrado en su artículo 13 inciso 3º que “El Estado  protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan”; consonante con lo anterior y con el objeto de hacer efectiva la igualdad contemplada en el artículo precitado, el artículo 47 ibídem sostiene que “es deber del Estado promover y adelantar políticas de prevención, rehabilitación e inclusión social para aquellas personas con disminución física, sensorial o síquica”.  En relación a estos presupuestos constitucionales, la Corte Constitucional en la Sentencia T-674 de 2010 dijo lo siguiente:

“De estas normas constitucionales se deriva directamente una obligación en cabeza de las autoridades, consistente en adoptar todas las medidas que sean necesarias para lograr una igualdad real de trato, condiciones, protección y oportunidades para este grupo poblacional.
 
Al respecto, la jurisprudencia constitucional [11] ha señalado unas condiciones mínimas que deben ofrecerse a las personas discapacitadas, las cuales son: (1) la garantía a la información sobre los servicios a los que tienen derecho, (2) la prestación de la atención médica que requieran, (3) la prestación de los servicios de rehabilitación a los que haya lugar, (4) la provisión de los servicios y medios de apoyo necesarios, y (5) la concientización de la población no discapacitada, en particular de las autoridades competentes, sobre las condiciones de vida y necesidades de las personas con discapacidad” (Negrillas fuera del texto original).
 
6.6.5.  Así las cosas, en el caso sub examine no existe duda que la accionante es un sujeto de especial protección, de quien se puede predicar que dependía económicamente del salario que percibía como docente por la desvinculación laboral a raíz de su estado de invalidez.  Por lo tanto, como el “proyecto de acto administrativo” que modificó la Resolución No.677 del 4 de septiembre de 2015 se encuentra pendiente de que la Fiduprevisora S.A. lo estudie, revise y apruebe, como requisito de procedibilidad de la liquidación de la pensión de invalidez, la Secretaría de Educación de Risaralda no debió haber retirado a la señora Soto Echeverri sin haberla incluido en la nómina de pensionados, lo que ha generado una vulneración a sus derechos fundamentales a sabiendas que existe un trámite administrativo interno entre la Secretaría de Educación de Risaralda y la Fiduprevisora S.A., del cual la accionante no puede quedar desprotegida mientras se surte tal procedimiento.  
6.6.6. La Corte Constitucional indicó que si bien la pérdida de capacidad laboral derivada en una invalidez, genera para el empleador la facultad de retirar del servicio a quien se encuentra en este estado, tal desvinculación no puede generar un perjuicio inminente para estas personas, tal como se indicó en la Sentencia T-1035 de 2010,  de la siguiente manera: 

“Una de las consecuencias jurídicas que puede presentarse con el reconocimiento de la pensión de invalidez, es la terminación de la relación laboral; así por ejemplo, en el Estatuto Docente
 se enmarcó dentro de las causales de retiro del servicio de la siguiente manera:

ARTICULO 68. RETIRO DEL SERVICIO. El retiro del servicio implica la cesación en el ejercicio de las funciones del docente y se produce por renuncia, por invalidez absoluta, por edad, por destitución o por insubsistencia del nombramiento, cuando se trate de personal sin escalafón o del caso previsto en el artículo 7 de este Decreto.
 
La supresión de la carga académica asignada al docente no implica su retiro del servicio ni la suspensión del pago de su remuneración, mientras se le asignen nuevas funciones (subraya y negrilla fuera del texto).

(…) 
6.8 La pérdida de capacidad laboral derivada en una invalidez, genera para el empleador la facultad de desvincular del servicio a quien se encuentra en este estado. No obstante, debe tenerse en cuenta que con ello se puede generar un perjuicio inminente para estas personas, quienes se ven desprovistas de salario y de afiliación al sistema de salud; de esta situación se concluye la importancia que tiene la garantía real de la pensión de invalidez la cual deberá verse materializada con la inclusión en nómina y el pago efectivo de las mesadas.

6.9. La jurisprudencia constitucional ha destacado, dentro del derecho a la seguridad social en pensiones, la importancia que tiene la efectiva inclusión en nómina, sobre todo cuando una persona va a ser desvinculada de su lugar de trabajo ya que se entiende que ésta no cuenta con un estado de salud que le permita ser reintegrada y continuar con las labores que venía desarrollando y por el contrario requiere dedicarse a su propio cuidado.

(…)  6.16  En este sentido, está claro que existen unos límites para proceder a la desvinculación del trabajador a quien le ha sido reconocida o notificada la pensión de vejez, toda vez que está condicionada a la efectiva inclusión en nómina; mientras ella no se materialice, la decisión de la administración de retirarlo no puede hacerse efectiva y, en consecuencia la decisión carece de eficacia.[24] Esta condición se da con el fin de garantizar el mínimo vital de quien va a ser desvinculado, sin embargo, cuando se está frente a la pensión por invalidez se entiende que el beneficiario de la prestación no cuenta con un estado de salud que le permita continuar prestando sus servicios, por ello la importancia de reconocer la pensión e incluirlo el nómina en el menor tiempo posible.”  (Subrayas nuestras)
Por lo tanto, la Sala no atenderá los argumentos del impugnante, toda vez que ninguna respuesta ofreció con respecto a la desvinculación de la señora Soto Echeverri, sujeto de especial protección por parte del Estado, sino que se limitó a señalar el procedimiento administrativo que se surte para el reconocimiento de la prestación de la pensión de validez en cuanto al visto bueno que debe dar la Fiduprevisora para la inclusión en nómina de la accionante.  En tal virtud, la Sala considera que la decisión tomada por la juez de primera instancia fue acertada, toda vez que la misma se ajustó a los lineamientos legales y jurisprudenciales que hacen referencia a la procedencia de la acción de tutela ante la existencia de la vulneración de los derechos al mínimo vital y a la dignidad invocados por peticionaria.
Adicional al fallo estudiado, la Colegiatura considera necesario ordenar a la Fiduprevisora S.A. en su calidad de vocera y administradora del Patrimonio Autónomo del Fondo Nacional de  Prestaciones Sociales del Magisterio que realice el estudio del proyecto de acto administrativo expedido por la Secretaría de Educación de Risaralda que modificó la Resolución No.677 del 4 de septiembre de 2015 y que fuera enviado a esa entidad desde el 11 de diciembre de 2015.
DECISIÓN
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de tutela proferida el 17 de febrero de 2016 por el Juzgado 4º  Penal del Circuito de Pereira, dentro de la tutela interpuesta por la señora Luz Teresa Soto Echeverri en contra de la Secretaría de Educación Departamental y la Fiduprevisora S.A., en lo que fue objeto de impugnación. 
SEGUNDO: SE ADICIONA la sentencia, en el sentido de ORDENAR la Fiduprevisora S.A. en su calidad de vocera y administradora del Patrimonio Autónomo del Fondo Nacional de  Prestaciones Sociales del Magisterio que en un término de diez (10) días, contado a partir de la notificación de este fallo, realice el estudio del proyecto de acto administrativo expedido por la Secretaría de Educación de Risaralda que modificó la Resolución No.677 del 4 de septiembre de 2015 y que fuera enviado a esa entidad desde el 11 de diciembre de 2015 con el fin de que la señora Luz Teresa Soto Echeverri sea incluida en nómina de pensionados.
TERCERO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE


Magistrado

� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� Decreto 2277 de 1979.
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